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RV: RADICO MEMORIAL CONTESTACION DE LA DEMANDA - RADICADO: 11001-33-31-
035-2022-00084-00

Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C.
<correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Mar 24/05/2022 9:40 AM

Para: Juzgado 35 Administrativo Seccion Tercera - Bogotá - Bogotá D.C.
<jadmin35bta@notificacionesrj.gov.co>

Cordial saludo, 
 
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial
para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplica�vo siglo XXl
podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo. 

Atentamente, 
 

Grupo de Correspondencia 
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administra�vos 

Sede Judicial  CAN
CAMS

De: JAVIER ANDRÉS CHINGUAL GARCÍA <chingualasociados@hotmail.com> 
Enviado: martes, 24 de mayo de 2022 9:01 a. m. 
Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Asunto: RADICO MEMORIAL CONTESTACION DE LA DEMANDA - RADICADO: 11001-33-31-035-2022-00084-00
 
Señor 
JUEZ TREINTA Y CINCO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL - SECCIÓN
TERCERA
Bogotá D.C.
E.S.D. 

Cordial saludo. 

Radico CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA en el proceso de la referencia:

Radicado: 11001-33-31-035-2022-00084-00 
Proceso: REPARACIÓN DIRECTA
Demandante: JORGE ARLEY MARTÍNEZ DUARTE
Demandado: GUILLERMO ENRIQUE GOMEZ GIRALDO, ADRIANA MARTINEZ
LEGUIZAMO Y OTROS

Atentamente, 

JAVIER ANDRÉS CHINGUAL GARCÍA
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Apoderado parte demandante.
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CONTESTACION DEMANDA RAD. 110013331035-2022-0084-00 - DDTE JORGE ARLEY
MARTÍNEZ DUARTE

Jorge Ordoñez Muñoz <jorge.ordonez.munoz@munozrealpeabogados.com>
Vie 10/06/2022 3:17 PM

Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C.
<correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>;Juzgado 35 Administrativo Seccion Tercera - Bogotá - Bogotá
D.C. <jadmin35bta@notificacionesrj.gov.co>
CC: falmy68@gmial.com <falmy68@gmial.com>;jairo.neira@rojasyasociados.co
<jairo.neira@rojasyasociados.co>;notificacionesjudiciales LastName
<notificacionesjudiciales@mintransporte.gov.co>

Señor Juez,
JOSÉ IGNACIO MANRIQUE NIÑO
JUZGADO TREINTA Y CINCO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. –
SECCIÓN TERCERA -
E.        S.        D.

REFERENCIA         : MEDIO DE CONTROL REPARACIÓN DIRECTA    
DEMANDANTE       : JORGE ARLEY MARTÍNEZ DUARTE
DEMANDADO         : MUNICIPIO DE PUERTO TEJADA CAUCA Y OTROS
RADICACIÓN          : 2022-00084-00

Asunto: Contestación de la demanda. 

JORGE ORDOÑEZ MUÑOZ, mayor de edad, vecino de Cali, identificado como aparece en la firma
del correo, actuando en calidad de Apoderado del Municipio de Puerto Tejada - Cauca, conforme al
poder debidamente otorgado y dentro de los términos conferidos por su Despacho adjunto la
contestación respecto a la demanda formulada por JORGE ARLEY MARTÍNEZ DUARTE.

Adjunto contestación de la demanda, anexos y poder para actuar, solicitando se me reconozca
personería para actuar en el presente medio judicial.

Atentamente,

JORGE ORDOÑEZ MUÑOZ
C.C. 1130641436
TP. ABOGADO 240.354
jorge.ordonez.munoz@munozrealpeabogados.com
Cel. 3168714102
--  
Atentamente,

JORGE ORDOÑEZ MUÑOZ
ABOGADO
jorge.ordonez.munoz@munozrealpeabogados.com
Cel. 3168714102
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Señor Juez, 
JOSÉ IGNACIO MANRIQUE NIÑO 
JUZGADO TREINTA Y CINCO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
BOGOTÁ D.C. – SECCIÓN TERCERA -  
E. S. D. 
 
 
REFERENCIA : MEDIO DE CONTROL REPARACIÓN DIRECTA      
DEMANDANTE : JORGE ARLEY MARTÍNEZ DUARTE  
DEMANDADO  : MUNICIPIO DE PUERTO TEJADA CAUCA Y OTROS 
RADICACIÓN  : 2022-00084-00 

 
PARTE DEMANDADA Y APODERADO 

 
DEMANDADO Y DOMICILIO 

 
El Municipio de Puerto Tejada - Cauca, entidad territorial, representada legalmente 
por el Doctor DAGOBERTO DOMÍNGUEZ CAICEDO, mayor de edad, identificado 
con cédula de ciudadanía No. 10.556.147 domiciliado y residente en Puerto 
Tejada Cauca, en su calidad de Alcalde del MUNICIPIO DE PUERTO TEJADA 
CAUCA, según Acta de posesión No. 0002 del 31 de Diciembre de 2019 suscrita 
en la Notaría Única del Círculo de Puerto Tejada, con domicilio en el Municipio de 
Puerto Tejada. 
 

APODERADO JUDICIAL DEL DEMANDADO 
 
JORGE ORDOÑEZ MUÑOZ, mayor de edad y vecino de Santiago de Cali, 
identificado con la cédula de ciudadanía No. 1.130.641.436 de Cali, abogado titulado 
y en ejercicio, portador de la Tarjeta Profesional No. 240.354 del Consejo Superior 
de la Judicatura, se me ha conferido por parte del Señor Alcalde del Municipio de 
Puerto Tejada poder especial con las facultades de ley para atender el presente 
proceso judicial, por lo cual me presento y respetuosamente manifiesto a este 
Tribunal que procedo a contestar la demanda de la referencia en los siguientes 
términos: 
 

OPORTUNIDAD 
 
Teniendo en cuenta que el Auto del 25 de marzo de 2022, ordenó que se 
admitiera la demanda, y por el cual fue notificado el municipio de Puerto Tejada, 
Cauca, el 26 de abril de 2022 a través del buzón electrónico para notificaciones 
judiciales (notificacionesjudiciales@puertotejada.gov.co).  
 
En ese orden, ejerzo este derecho dentro de la oportunidad fijada en el artículo 
172 del CPACA, en armonía con lo previsto en el artículo 199 ibídem, modificado 
por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. 

 
A LAS DECLARACIONES Y PRETENSIONES  

 
Solicito al su Despacho, no declarar administrativamente responsable al Municipio 
de Puerto Tejada Cauca, por los presuntos daños materiales y ningún otro, 
causados al señor JORGE ARLEY MARTÍNEZ DUARTE; ya que la entidad que 
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represento no es responsable de la presunta falla del servicio alegada y en 
consecuencia tampoco de los daños esgrimidos por el demandante. 
 
El ente territorial Municipio de Puerto Tejada Cauca, no tuvo, ni tenía injerencia 
alguna en el evento que ocasionó la presunta falla en el servicio que indica el 
accionante, pues la expedición de la licencia de tránsito del vehículo de placas 
VKK382 realizada desde la Secretaría de Tránsito del Municipio de Puerto Tejada 
y se ajustaron a las normas y a la jurisprudencia vigente del Consejo de Estado, 
especialmente en relación con la disposición constitucional consagrada en el 
artículo 83, que establece una presunción de buena fe de los particulares ante la 
administración. 
 
Por lo anteriormente expuesto, y como se argumentará y se demostrará a través 
de este instrumento procesal, se podrá evidenciar que bajo ningún título se debe 
declarar responsable administrativamente a mi representado el Municipio de 
Puerto Tejada Cauca. 
 

FRENTE A LAS DECLARACIONES 

 

Con fundamento en la demanda, las pruebas aportadas por la parte actora, esta 
contestación de demanda y por no existir el nexo causal entre el daño 
presuntamente causado y el Municipio de Puerto Tejada, ni responsabilidad, 
omisión ni conducta ilícita alguna realizara por el ente territorial, nos oponemos a 
todas y cada una de las pretensiones y en especial a que se declare responsable 
y condene al Municipio de Puerto Tejada. De igual forma, me opongo al pago de 
los perjuicios materiales reclamados por los actores, teniendo en cuenta que la 
Entidad que represento no es la llamada a responder si se demuestra que existió 
descuido, negligencias y una deficiente atención médica. Además, NO EXISTE 
prueba alguna en contra del Municipio de Puerto Tejada. 
 
Finalmente y para ser contundentes con la posición jurídica de esta defensa, de 
manera general presento oposición total a las pretensiones reclamadas. 
 
 

A LOS HECHOS Y OMISIONES 
 
 
Frente al primer hecho, NO LE CONSTA a la entidad que represento, se trata de 
un acto comercial privado en el cual la Alcaldía Municipal no intervino. 
 
Del segundo y tercer hecho, se considera cierto, pues fueron allegados a la 
Secretaría de Tránsito Municipal de Puerto Tejada los documentos requeridos 
para matricular el vehículo VKK382, y resulta cierto que se presume de la buena 
fe y de la legalidad de los documentos aportados. 
 
Frente al 4 hecho, NO LE CONSTA a la entidad que represento, se tendrá que 
demostrar en el proceso. 
 
Del hecho número 5, NO LE CONSTA a la entidad que represento, máxime 
cuando la notificación no correspondía a la entidad que represento, debe 
demostrarse legal y documentalmente en este proceso. 
 



 

 

De los hechos número 6 y 7, NO LE CONSTA a la entidad que represento, deberá 
demostrarse, sin embargo, son apreciaciones del abogado defensor que no 
constituyen hechos. 
 
Del hecho 8 y 9, no corresponde a un HECHO relevante para la Administración, 
pues es una afirmación sobre particulares, por tanto situaciones ajenas a la esfera 
de la entidad que represento. 
 
Frente al hecho número 10, no corresponde a un HECHO, son afirmaciones que 
tendrán que probar, pues no se configura por una simple narración del abogado. 
 
Frente al hecho número 11, se presume cierto, sin embargo deberá demostrase 
legal y documentalmente. 
  
Frente al hecho número 12, NO LE CONSTA a la entidad que represento, se 
atiene a lo probado procesalmente, sin embargo se trata de apreciaciones 
subjetivas del abogado. 
 
De las manifestaciones de los puntos 13, 14, y 15, NO LE CONSTA a la entidad 
que represento, nos atenemos a la veracidad objetiva dentro del proceso 
fundamenta en razonamientos probatorios, pues no se configura por una simple 
narración del abogado. 
 
De las manifestaciones de los numerales 16 al 20, no se consideran HECHOS, se 
refiere a apartes jurisprudenciales y normativos, y a conclusiones subjetivas del 
abogado que constituyen simples apreciaciones de la defensa. 
 
Por lo anterior, el Ente Territorial, MUNICIPIO DE PUERTO TEJADA CAUCA, 
pues la participación del mismo en la ocurrencia de los hechos materia de esta 
convocatoria no existe, por esto a la parte convocante le es imposible presentar 
pruebas en contra del MUNICIPIO DE PUERTO TEJADA, y por tanto, no se le 
puede endilgar ningún tipo de responsabilidad. 

 
IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÓN 

 
La presente acción, medio de control de Reparación Directa, no es la acción 
pertinente pues el accionante se refiere a la legalidad de los actos administrativos 
de matrícula y licencia de tránsito, Decreto 1079 de 2015 (para los cuales operaría 
la caducidad de la acción), así como la Resolución 03913 del 2019 (ambos 
expedidos por el Ministerio de Transporte), por ende, la figura correcta 
correspondería a la acción de nulidad y restablecimiento de derecho en contra de 
dichos actos, que dice lesionaron su patrimonio. Por esto, el fallo debe ser 
inhibitorio. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

Frente a la declaración de responsabilidad administrativa al Municipio de Puerto 
Tejada Cauca, es de tenerse en cuenta que el Municipio no tuvo responsabilidad 
alguna frente a la presunta omisión, y NO EXISTE relación alguna entre el daño 
alegado por el convocante y el Municipio, pues debe existir la relación de causalidad 
(Nexo Causal) entre el daño alegado y la conducta de la Entidad Pública que sea 
determinante entre su accionar y el daño; situación que no se presenta en el caso 



 

 

expuesto y que es motivo de análisis, para ello reitero, que no tuvo ningún tipo de 
injerencia directa o indirecta en el resultado. 
 
Ahora bien, resulta claro que con el objetivo de promover la legalidad y la 
formalización del sector, el Ministerio de Transporte informó que se realizó la 
actualización de la información contenida en el Registro Único Nacional de 
Tránsito – RUNT y en el Registro Nacional de Despachos de Carga - RNDC, en la 
que se incluyeron los vehículos que presentan omisión en su registro inicial, 
matriculados entre el 01 de enero de 2009 y el 13 de noviembre de 2018. Con la 
expedición de la resolución de normalización se adoptan medidas para resolver la 
situación de los vehículos de transporte de carga que presentan omisiones en su 
registro inicial. Así, se empieza a decantar frente al asunto en concreto que la 
identificación y las posibles omisiones fueron detectadas por el Ministerio de 
Transporte y no, según como cuenta el accionante, por omisiones del Municipio de 
Puerto Tejada. 
 
Por otra parte la Resolución 0003913 del 2019, por medio de la cual se adoptan 
medidas especiales y transitorias para resolver la situación de los vehículos de 
transporte de carga que presentan omisiones en su registro inicial, a las cuales 
podrán acceder los propietarios, poseedores o tenedores de buena fe de los 
vehículos durante un término de dos años, fue expedida por el Ministerio de 
Transporte y no por la Secretaría de Tránsito Municipal. 
 
Ahora bien, quien está adelantando la investigación de la que hace referencia el 
actor es el Ministerio de Transporte y no la Secretaría de Tránsito de Puerto 
Tejada. De igual forma, la Resolución 002909 del 2006 la cual en su momento fue 
radicada y entregada a la Secretaría de Tránsito de Puerto Tejada y de la cual se 
presume su legalidad. 
 
A su vez, señala que lo cierto es que para saber si un vehículo tiene presunta 
omisión en su registro o se encuentra con anotación en el REGISTRO ÚNICO 
NACIONAL DE TRÁNSITO – RUNT y en el REGISTRO NACIONAL DE 
DESPACHOS DE CARGA – RNDC, se debe consultar el aplicativo “vehículos con 
omisión en su matrícula inicial” ubicado en la pestaña de SERVICIOS en 
“Servicios en Línea” de la página web https://normalizacion.mintransporte.gov.co/ 
De esta manera, al ingresar al aplicativo, los interesados podrán digitar la placa de 
su vehículo y conocer el estado en que éste se encuentra la matricula o registro 
inicia 
 
Ahora bien, en la circular No. 20204020093071, proferida por el Ministerio de 
Transporte se señala: “… Se concede el término de un (1) mes, a partir de la 
publicación de la presente circular, para que los propietarios, poseedores y/o 
tenedores verifiquen la situación presentada con su vehículo y de ser pertinente 
remitan al correo saneamientoemintransoorte.gov.co el CCR o el CC respectivo 
que demuestre que cumplieron con la normatividad vigente en la fecha de su 
matrícula, con el fin de que el Ministerio de Transporte lo verifique y de ser 
procedente lo convalide. Es necesario precisar que los automotores incluidos en 
los listados de vehículos con presunta omisión en su registro inicial no serán 
objeto de las restricciones señaladas en los artículos 2.2.1.7.7.1.13, 2.2.1.7.7.1.14 
y 2.2.1.7.7.1.15 del Decreto 1079 de 2015. Los vehículos sujetos a dichas 
restricciones son las que tengan la anotación como vehículos con omisión en su 
registro inicial en el sistema RUNT. Vencido el término señalado y una vez 



 

 

realizadas las respectivas validaciones, los vehículos sobre los que no se aclare 
su situación serán incluidos en el listado definitivo de vehículos de carga con 
omisión en su registro inicial y quedaran sujetos a las acciones que el Ministerio 
de Transporte determine, con base en el Decreto 632 de 2019…” De igual 
manera, ha de resaltarse que el nombre del documento del que se alega la 
vulneración es “…Listado de vehículos de carga matriculados entre el 2 de mayo 
de 2005 y el 31 de diciembre de 2007 que presentan presunta omisión en su 
registro inicial…”. Lo anterior conlleva a que no se pueda concluir afectación 
alguna a los derechos deprecados por el accionante, en tanto del mismo 
documento se colige que, es un requerimiento para aclarar la situación de los 
vehículos en el registro inicial, el cual incluye la anotación especifica que estos no 
tienen restricción alguna salvo que se inscriba en el RUNT, adjunto a esto se 
infiere que, es el listado de los vehículos que presuntivamente tienen omisión, de 
los que se hará un documento definitivo con los que realmente no cumplen los 
requisitos. 
 
Si bien, el demandante presuntamente sufrió una afecta derivada de la 
imposibilidad de explotar económicamente el vehículo de placas VKK382, por el 
cual por el cual había realizado un pago en virtud del contrato de compraventa 
celebrado con unos particulares, lo cierto es que la Secretaría de Tránsito 
desconoce las irregularidades que se presentaron con el automotor, sin que fuera 
posible atribuir dicha situación al Municipio de Puerto Tejada, debido a que no se 
ha demostrado en el dossier las supuestas fallas del servicio pues fulge evidente 
que las actuaciones se ajustaron a las normas vigentes en su momento. 
 
De este, es pertinente indicar que, para la época de los hechos, la expedición de 
licencias de tránsito y traspaso de vehículos se encontraban regulados por la Ley 
769 del 2002, particularmente lo indicado por el artículo 37 “El registro inicial de un 
vehículo se podrá hacer en cualquier organismo de tránsito y sus características 
técnicas y de capacidad deben estar homologadas por el Ministerio de Transporte 
para su operación en las vías del territorio nacional (…)”, según el cual, la 
información relacionada la identificación del vehículo las debía aportar el 
interesado, mientras que la administración, en virtud del artículo 83 de la 
Constitución Política, debe presumir la buena fe y autenticidad de los datos 
consignados en dichos documentos. Además, corresponde a los interesados en la 
matrícula inicial o el traspaso de un vehículo tomar las precauciones necesarias 
para verificar los datos de identificación del automotor que pretenden adquirir. 
 
Así las cosas, desde la Secretaría de Transito del Municipio de Puerto Tejada, una 
vez se presentaron los documentos de la matrícula del citado vehículo, esto es, 
Resolución No. 002909 del 10 de julio de 2006, que acreditó el cumplimiento de 
requisitos para el registro inicial de un vehículo de servicio público de transporte 
terrestre automotor de carga, y del cual la oficina de Tránsito presume su 
legalidad, dado que no se contaba con la tecnología para detectar su autenticidad 
o no. 
 

En ese orden de ideas, sobre la supuesta omisión de mi representada por haber 
expedido las licencias de tránsito -matrícula inicial- y la posterior licencia N° 
10020861766, del vehículo de placas VKK382, sin constatar la irregularidad de los 
documentos de ingreso del vehículo, según el accionante, no resulta cierto pues, 



 

 

de conformidad con el artículo 83 de la Constitución Política1, las autoridades 
deben presumir la buena fe en las gestiones adelantadas por los particulares ante 
la administración. 
 
En esa misma línea, la Sección Tercera del Consejo de Estado ha tenido la 
oportunidad de referirse a las posibles irregularidades de la información contenida 
en los documentos allegados a las entidades para expedir registros o 
certificaciones, así en sentencia del 8 de noviembre de 2001, la Corporación 
consideró (se transcribe de forma literal, incluso con los posibles errores): 
 

“El Estado será responsable de las fallas en que incurra al expedir 
certificaciones falsas o no idóneas que causen perjuicios a los 
particulares. 
 
Sin embargo, no debe perderse de vista que en estos actos de 
registro y posterior certificación en los cuales se da fe de una 
verdad suministrada por un particular y no de un acto que la 
autoridad que expida la certificación haya debido presenciar, la 
responsabilidad por la veracidad del dato corresponde al particular 
que la suministra y si bien es cierto que el Estado debe establecer 
unas medidas de control para evitar que se alleguen datos falsos, 
también lo es que en aplicación del principio de la buena fe no debe 
confirmar todo cuanto el particular acredita ante éste. 
 
En síntesis, puede afirmarse que para el Estado el deber de 
certificación implica responsabilidades de orden patrimonial 
cuando se ha incurrido en fallas en la elaboración del registro o 
en la expedición del certificado, pero no cuando da cuenta de la 
verdad formal consignada por el particular y se han agotado las 
medidas de control que el caso concreto exige. 
 
El mismo desarrollo de ciertas actividades ha generado la necesidad 
de crear un principio de confianza pública, el cual se desprende del 
principio de la buena fe, establecido por el artículo 83 de la Carta”2 (se 
destaca). 

 

De igual modo se pronunció la Corporación en sentencia del 10 de junio de 2009, 
en la cual conoció de un caso similar, en el que se defraudó la buena fe de la 
entidad de tránsito terrestre automotor para el registro inicial de un vehículo. Al 
respecto se precisó (se transcribe de forma literal, incluso con los posibles 
errores): 
 

“En el caso particular, la obligación de la entidad demandada no 
podía ir más allá que el de dar fe acerca de los documentos que 
allegó la persona que matriculó inicialmente el vehículo, de 

                                            
1 Artículo 83: “Las actuaciones de los particulares y de las autoridades públicas deberán ceñirse a 

los postulados de la buena fe, la cual se presumirá en todas las gestiones que aquellos adelanten 
ante éstas”. 
2 Consejo de Estado, Sección Tercera, M.P. Ricardo Hoyos Duque, expediente 13.730. Tesis 

reiterada en sentencia del 7 de julio de 2005, M.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez, expediente 
14.975. 



 

 

suerte que no estaba dentro de su ámbito establecer si tales 
documentos eran falsos o no, pues dentro de las funciones 
asignadas por el ordenamiento jurídico a las autoridades de tránsito 
no estaba contemplada dicha posibilidad.  
 
“(…). 
 
“Las autoridades competentes deben partir, en aplicación del 
principio de la buena fe, del supuesto de que los datos de 
identificación del vehículo, según improntas acompañadas a la 
solicitud de matrícula o de traspaso de la propiedad, son originales. 
No es la autoridad de tránsito la competente para establecer la 
autenticidad de los documentos que amparan la importación, 
nacionalización y compraventa de un vehículo”.  
 
“Los Organismos de Tránsito no tienen atribuida la facultad de 
investigar la autenticidad de los documentos allegados por las 
personas interesadas para su trámite, y menos aún están en el 
deber legal de comprobarla, toda vez que en relación con ese tipo de 
actuaciones se presume la buena fe de los particulares, quienes 
asumen la responsabilidad sobre la información suministrada a 
efectos de brindar celeridad y eficacia a los trámites. 
 
“No hay duda que la demandada, en aplicación del citado 
principio, cumplió con la obligación de registrar unos 
documentos que le fueron allegados por la persona interesada. Y 
si bien dicha situación produjo confianza en el demandante en el 
sentido de que el automotor se encontraba debidamente matriculado, 
ello constata que las autoridades de tránsito cumplieron con la 
obligación que les imponía el ordenamiento legal, cuál era el registro 
del vehículo automotor.  Desafortunadamente en este caso la persona 
que registró los documentos engañó a las autoridades de tránsito, 
artificio que no fue posible detectarlo por quien tenía la obligación de 
registrar la matrícula inicial del vehículo”3 (se destaca). 

 
Como consecuencia de lo anterior, se concluye que a la Secretaría de Tránsito del 
Municipio de Puerto Tejada no le asistía la obligación de verificar la autenticidad 
de los documentos presentados para el registro inicial del vehículo de placas 
VKK382 y la posterior expedición de la licencia de tránsito, en donde consta el 
traspaso a nombre del señor JORGE ARLEY MARTÍNEZ DUARTE, por lo que 
actuó correctamente al darle trámite a la solicitud con los documentos allegados 
por el interesado, de conformidad con el artículo 83 de la Constitución Política. 
 
De tal forma, el primer elemento que se debe observar en el análisis de la 
responsabilidad estatal es la existencia del daño, el cual, además, debe ser 
antijurídico, dado que constituye un elemento necesario de la responsabilidad, 
toda vez que, como lo ha reiterado la jurisprudencia, “sin daño no hay 
responsabilidad” y solo ante su acreditación hay lugar a explorar la posibilidad de 
su imputación al Estado. 
 

                                            
3 Consejo de Estado, Sección Tercera, M.P. Myriam Guerrero de Escobar, expediente: 16.303. 



 

 

De tal manera, a efectos de que el presunto daño sea resarcible con fundamento 
en el artículo 90 Constitucional, requiere que este cabalmente estructurado, por tal 
motivo, se torna imprescindible que se acrediten los siguientes aspectos 
relacionados con la lesión o detrimento cuya reparación se reclama, los cuales 
han sido ampliamente reconocidos  por la Jurisprudencia del H. Consejo de 
Estado: 1) Que sea cierto, es decir, que se pueda apreciar material y jurídicamente 
– que no se limite a una mera conjetura o eventualidad, y que suponga una 
lesión a un derecho, bien o interés legítimo que se encuentre protegido en el 
ordenamiento jurídico, y 2) que sea personal, es decir, que sea padecido por quien 
lo solicita, en tanto se cuente con la legitimación en la causa para reclamar o 
debatir el interés que se debate en el proceso, bien a través de un derecho que le 
es propio o  uno que le deviene por la vía hereditaria.  
 
Así la situación, conforme a los hechos y pretensiones de la solicitud de demanda, 
el presente caso tiende se decanta por hacer valer la presunta omisión de la 
Secretaría de Tránsito en la actividad de registro y matrícula, empero, no existe 
prueba del daño por parte de la Entidad Territorial, pues la Secretaría actuó 
conforme a la ley y a las disposiciones vigentes para la fecha citada, año 2007.  
 
El MUNICIPIO DE PUERTO TEJADA, entidad que represento, no está llamada a 
responder por los perjuicios y demás daños pretendidos, por cuánto no hay nexo 
de causalidad entre la falta o falla presunta de la Administración y el daño. 
 
En igual forma no concurren los requisitos que reiteradamente ha señalado la 
jurisprudencia del Consejo de Estado, para que se de esta responsabilidad: 
 

A. Una falla en el servicio de la administración, por omisión, retardo, 
irregularidad, ineficiencia, o ausencia del servicio. 

 
B. Un daño que implique lesión o perturbación de un bien protegido por el 

Derecho, bien sea civil o administrativo etc., con las características 
generales predicadas en el derecho privado para el daño indemnizable 
como de que sea cierto, determinado o determinable etc. 

 
C. Un nexo causal entre la causa o la falla de la administración y el daño sin el 

cual aun demostrada la falta o falla del servicio no habrá lugar a la 
indemnización.  

 
De acuerdo con lo anterior, respetuosamente solicito al Honorable Señor(a) Juez, 
abstenerse de declarar probadas todas y cada una de las pretensiones solicitadas 
por el apoderado de la parte actora en el libelo de la demanda y declarar probadas 
las siguientes excepciones: 

 
PROPOSICIÓN DE EXCEPCIONES PREVIAS Y DE MERITO 

 
i) Hecho exclusivo y determinante de un tercero, porque la inscripción inicial del 
vehículo de placas VKK382 debe imputarse a la persona que adelantó el trámite 
de inscripción del automotor; ii) Falta de legitimación en la causa por pasiva, 
porque la Secretaría de Tránsito del Municipio de Puerto Tejada no tiene ninguna 
relación con los hechos que se investigan, iii) Inexistencia del nexo causal, y 
finalmente, iv) Innominada. 

 



 

 

De entrada permítame indicarle al Despacho que el Municipio de Puerto Tejada 
Cauca, en calidad de demandado en el asunto de la referencia, centra su defensa 
en las siguientes excepciones previas y de mérito. Solicitando de manera 
respetuosa que el Juzgador de instancia se sirva reconocer las mismas con base 
en las siguientes posturas, a saber: 
 

i) HECHO EXCLUSIVO Y DETERMINANTE DE UN TERCERO 
 
Esta causal de exoneración parte del supuesto inicial, según el cual, el causante 
directo del daño es un tercero ajeno a las partes intervinientes en el juicio de 
responsabilidad. No son terceros las personas a quienes además del demandado, 
la ley adjudica responsabilidad solidaria o indistinta y que por ende resultan co-
obligados. 
 
Jurídicamente solo es tercero alguien extraño, por quien no se debe responder; es 
decir, no vinculado con el sujeto contra el que se dirige la acción resarcitoria. A 
este respecto ha establecido la jurisprudencia: 
 

“Por otra parte, en relación con la causal de exoneración consistente en 
el hecho de un tercero, la jurisprudencia de esta Corporación ha 
señalado que la misma se configura siempre y cuando se demuestre 
que la circunstancia extraña es completamente ajena al servicio y que 
este último no se encuentra vinculado en manera alguna con la 
actuación de aquél”. 
 

La jurisprudencia contenciosa ha considerado que para que se presente la figura 
del hecho del tercero como causal de exoneración de responsabilidad, es 
necesario que confluyan los siguientes elementos: 
 

a) Debe ser un hecho único exclusivo y determinante del daño producido 
 
El hecho del tercero debe ser causa exclusiva única y determinante del daño para 
que se convierta en exoneratorio de responsabilidad. El supuesto más común del 
hecho del tercero es aquel en el cual la participación del alguien extraño al 
demandante y al demandado fue el verdadero causante del daño y en este 
sentido, se configura una inexistencia del nexo causal. No obstante, también hay 
casos en los cuales el hecho fue causado desde el punto de vista fáctico por el 
demandado, quien vio determinada su conducta por el actuar de un tercero, 
haciendo que el daño sea imputable a ese tercero de forma exclusiva, como en el 
caso de la legítima defensa cuando el daño producto de esa defensa se causa a 
alguien distinto de aquel cuya agresión se pretende repeler. En este último caso 
nos encontramos frente a una imposibilidad de imputación, puesto que la defensa 
fue determinada por el hecho del tercero agresor.  
 

b) Debe ser un hecho producido por circunstancias imprevisibles e irresistibles 
para quien lo alega 

 
Por otra parte, el hecho del tercero debe tener las características de toda causa 
extraña y en consecuencia debe ser irresistible e imprevisible, puesto que si se 
prueba que el hecho del tercero pudo haber sido previsto y/o evitado por el 
demandado que así no lo hizo, le debe ser considerado imputable conforme al 



 

 

principio según el cual “no evitar un resultado que se tiene la obligación de 
impedir, equivale a producirlo”. 
 
Respecto de la existencia de estas dos características que deben estar presentes, 
ha dicho la jurisprudencia: 
 

“…Se recuerda que el hecho del tercero para valer como causal 
exonerativa de responsabilidad debía ser, en el sub judice, irresistible e 
imprevisible para el Estado Colombiano, en razón a que si estaba en 
condiciones de preverlo o de resistirlo, como en efecto lo estuvo y a pesar 
de ello no lo hizo, o lo hizo deficientemente, tal comportamiento culposo 
administrativo que vincula su conducta con el referido daño, bien puede 
considerarse como causa generadora de éste, sin que en tales 
condiciones resulte interrumpida la relación de causalidad anteriormente 
advertida.”  
 
“En torno al tema analizado, cabe recordar el fallo del 24 de agosto de 
1989, expediente 5693, del cual fue ponente el señor consejero doctor 
Gustavo de Greiff Restrepo cuyos apartes pertinentes contienen: “La 
doctrina es unánime al considerar que para el hecho del tercero pueda 
configurarse como causal de exoneración de responsabilidad, es 
indispensable que pueda tenérsele como causa exclusiva del daño, 
producida en tales circunstancias que sea imprevisible e irresistible para 
que reúna las características de una causa extraña, ajena a la conducta 
de quien produjo el daño.” 
 
“Se hace notorio que el hecho del tercero deba ser imprevisible puesto 
que si puede ser prevenido o evitado por el ofensor, le debe ser 
considerado imputable conforme al principio según el cual ´no evitar un 
resultado que se tiene la obligación de impedir, equivale a producirlo´. Y 
debe ser irresistible puesto que si el causante del daño puede 
válidamente oponerse a él y evitarlo, luego no lo puede alegar como 
causal de exoneración”. 

 
En este orden de ideas, resulta evidente cómo para la jurisprudencia del Consejo 
de Estado, el hecho del tercero debe revestirse de los requisitos de exterioridad, 
imprevisibilidad e irresistibilidad para que pueda ser considerado como una causa 
extraña que pueda impedir la imputación. 
 

ii) FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA 

 

En este ejercicio de defensa, y en razón con los hechos establecidos por el 
demandante y las posturas indicadas en este escrito de contestación, solicito 
comedidamente al Juez de instancia, se sirva declarar probada la presente 
excepción como precia con fundamento en lo siguiente: 
 
Propongo esta excepción por cuanto no puede haber responsabilidad alguna para 

el Municipio Puerto Tejada, en el mencionado evento, pues no hay legitimación en 

la causa, la cual consiste según la Corte Suprema de Justicia “en la identidad del 

demandante con la persona a quien la Ley concede el derecho que reclama y en 

la identidad del demandado con la persona frente a la cual se puede exigir la 



 

 

obligación correlativa”.  

 
Dentro de las primeras actuaciones procesales de los juicios encontramos la 
acreditación de los presupuestos procesales de cada hilo de control, siendo uno 
de ellos la LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA, bien sea por activa o por pasiva en 
razón a la titularidad de los derechos de acción o de contradicción 
respectivamente. 
 
La participación del Municipio en la ocurrencia de los hechos materia de este 

medio de control, debe ser demostrada por la demandante, conforme se ha 

manifestado el Consejo de Estado Exp. 15772, C.P. Ruth Stella Correa, Sección 

Tercera, Sentencia del 31 de agosto de 2006 y Proceso 14.452 donde manifestó lo 

siguiente:     

 

“…sólo están legitimados materialmente quienes participaron realmente en 

los hechos que le dieron origen a la formulación de la demanda. En la falta 

de legitimación en la causa material solo se estudia si existe o no relación 

real de la parte demandando o demandante con la pretensión que se le 

atribuye o la defensa que se hace respectivamente. En últimas la 

legitimación material en la causa o por activa o por pasiva es una condición 

anterior y necesaria, entre otras, para dictar sentencia de mérito favorable, 

al demandante o demandado”.  

 
Así las cosas, y de conformidad con esta excepción de carácter previa, permítame 
su Señoría, traer a colación lo referido por el Alto Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, respecto a: 
 

“…La legitimación en la causa hace referencia a la posibilidad de que la 
persona formule o contradiga las pretensiones de la demanda, por ser el 
sujeto activo o pasivo con interés en la relación jurídica sustancial debatida en 
el proceso. Como se observa, las personas con legitimación en la causa, se 
encuentran en relación directa con la pretensión, ya sea desde la parte activa, 
como demandante, o desde la parte pasiva, como demandado. Un sector de 
la doctrina sostiene que la legitimación en la causa es la aptitud para ser parte 
en un proceso concreto, otro sector usa la terminología de la legitimación 
desde la ley sustancial, así: “Creemos que se precisa mejor la naturaleza de 
esa condición o calidad o idoneidad; así en los procesos contenciosos, la 
legitimación en la causa consiste, respecto del demandante, en ser la persona 
que de conformidad con la ley sustancial está legitimada para que por 
sentencia de fondo o mérito se resuelva si existe o no el derecho o la relación 
jurídica sustancial pretendida en la demanda, y respecto del demandado en 
ser la persona que conforme a la ley sustancial está legitimada para discutir u 
oponerse a dicha pretensión del demandante; y en los procesos de 
jurisdicción voluntaria consiste en estar legitimado por la ley sustancial para 
pedir que se hagan las declaraciones solicitadas en la Demanda(…)”.” 
Consejo de Estado, Sección Tercera, Sala Plena, Sentencia de unificación de 
jurisprudencia del 25 de septiembre de 2013, C.P. Enrique Gil Botero. 

 

Ahora bien, tal y como se indica en la parte introductoria de esta excepción, se 
tiene que la traída por este demandado es la llamada falta de legitimación en la 
causa material la cual, vale la pena recalcar que es aquella que se presenta 
cuando se da una conexión entre las partes y los hechos que dieron origen al 



 

 

litigio, es decir, para quienes participaron realmente en la causa que dio origen a la 
formulación de la demanda, y resulta claro que el daño alegado surge de la 
expedición de los actos administrativos emitidos por le Ministerio de Transporte 
respecto a las presuntas omisiones en el registro inicial del vehículo génesis de 
este litigio. 
 
Así las cosas, y en atención al cumulo probatorio allegado al plenario, solicito su 
Señoría declarar probada esta excepción, dado que se encuentra demostrado que 
El Municipio de Puerto Tejada Cauca carece de legitimación material en la causa 
por pasiva. 
 
Por lo tanto, opera la excepción de FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA 

POR PASIVA, ya que la Administración Municipal se debe oponer a la prosperidad 

de las pretensiones de la parte demandante, por cuanto, de conformidad con los 

hechos que se alegaron en la misma, la Administración Municipal no está 

legitimada para asumir responsabilidad alguna en los hechos que se le endilgan 

en el presente medio de control de Reparación Directa. 

 

Mi representado el MUNICIPIO DE PUERTO TEJADA CAUCA, no tiene ninguna 

responsabilidad de los perjuicios ocasionados a los demandantes; razón por la 

cual solicito respetuosamente, no declarar administrativamente, responsable al 

MUNICIPIO PUERTO TEJADA CAUCA. 

 
iii) INEXISTENCIA DEL NEXO CAUSAL 

 

La realidad es que en el presente caso la Administración Municipal de Puerto 

Tejada, por lo cual no tiene ninguna responsabilidad en los perjuicios y daños 

pretendidos en el presente medio de control de reparación directa, por cuanto 

frente a los hechos endilgados y al daño presentado, no existió el nexo causal, 

requisito sine qua non para pregonar responsabilidad.  

 

Se advierte así mismo que para radicar la responsabilidad es necesario establecer 

que un perjuicio es causado por una determinada acción u omisión del 

demandado, porque sin esa relación de causalidad no habría lugar a la 

indemnización correspondiente. Lo contrario excluye la responsabilidad por falta 

de la relación de causalidad entre la acción u omisión y el daño. 

 

Por lo que en el presente caso, no se puede pretender endilgarle responsabilidad 

administrativa y pecuniaria a mi representado el Municipio de Puerto Tejada Cauca, 

quien reitero, no intervino en la realización del acto presuntamente perjudicial y así 

se rompe el nexo causal entre el daño endilgado y la supuesta falla en el servicio 

por omisión del ente territorial, dado que actuó bajo el principio de legalidad y la 

buena fe. 

 

iv) INNOMINADA 

 

Esta excepción consiste en todo hecho o acto que resulte probado dentro del 



 

 

proceso, en virtud del cual se establezca que el Municipio de Puerto Tejada 

Cauca, no tiene la obligación legal de indemnizar los perjuicios solicitados en la 

demanda. 

 

PETICIONES 

 

Por lo anteriormente expuesto, y de acuerdo a los fundamentos facticos, jurídicos 
y las pruebas que se practicarán en el curso del proceso, le solicito 
respetuosamente que: 
 

1) Se declaren probadas las excepciones previas y de mérito invocadas en 
líneas anteriores. Ergo, se denieguen las pretensiones de la demanda en 
contra del Municipio de Puerto Tejada. 

 

CONDENA EN COSTAS 
  
Solicito señor(a) Juez, que se condene en costas a la parte demandante en la 
medida en que están facultados y en favor de mi poderdante. 
 

ANEXOS 
 
Poder para actuar otorgado por el señor Alcalde Municipal DAGOBERTO 

DOMÍNGUEZ CAICEDO junto con sus anexos, esto es acta de posesión y 

credencial del poderdante, que demuestra la calidad en que otorga el poder. 

 

 Documentación de la carpeta de registro y matrícula del vehículo VKK382, 

que reposa en la Secretaría de Tránsito de Puerto Tejada. 

 

NOTIFICACIONES 
 
Las del señor Alcalde del Municipio de Puerto Tejada al correo electrónico 
notificacionesjudiciales@puertotejada.gov.co, y las mías se recibirán en el correo 
electrónico jorge.ordonez.munoz@munozrealpeabogados.com. 
 
 
De la honorable señora Juez, atentamente, 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
JORGE ORDOÑEZ MUÑOZ 
C.C. No. 1.130.641.436 de Cali  
T.P. No. 240.354 del C.S. de la J. 
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